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Las
              deudas prescriben, pero para ello el acreedor no debe
              haber ejercido
              ninguna acci
            
          
        
      
    
  


  

    

      

        
ón
        para reclamarla y el deudor no debe reconocer que tiene un
        impago.
        Las deudas no se pueden reclamar eternamente y tienen un
        plazo de
        prescripción, aunque no existe uno general o común que se
        pueda
        aplicar a todos los impagos. Mientras este periodo no haya
        pasado, el acreedor puede reclamar que se le abone una
        deuda, incluso
        acudiendo a los tribunales de justicia. Sin embargo, una
        vez cumplido el tiempo de prescripción, no se puede
        reclamar un pago
        de deudas pendientes por ninguna vía.
      
    
  




 







  
Conviene
  tener en cuenta, además, que la prescripción de una deuda no
  es algo automático. Así, el deudor tiene que alegar la
  prescripción y demostrar que han transcurrido los plazos.




  
No
  todas las deudas prescriben:



  
	

        

  
Si
          la deuda está reconocida por una resolución judicial, no
          habrá tiempo de prescripción. Es decir: se puede exigir
  sin plazo,
          hasta que se extinga la deuda.


        

  
	

        

  
Además,
           hay dos requisitos indispensables para que una deuda
          prescriba:








  
 


  

    
1.     
  


  

    

      
✓
      El acreedor no debe haber ejercido ninguna acción para
      cobrarla judicial ni extrajudicialmente, como una
      notificación
      mediante carta o requerimiento notarial. Y es que las deudas,
      en
      numerosas ocasiones, prescriben por negligencia o abandono
      por parte
      del acreedor.
    
  




  
 


  

    
2.     
  


  

    

      
✓
      El deudor no tiene que haber aceptado, ni de forma expresa ni
      de
      manera tácita, que tiene una deuda pendiente de abono.
    
  




  
 
  

    
Las
    deudas derivadas de un contrato personal que no tengan
    señalados
    términos especiales prescriben a los cinco años.
  




  
Pero
  hay casos para los que la ley sí que establece un tiempo
  concreto de prescripción, ¿cuáles son estas deudas y sus
  plazos?





  

    
        
  


  

    

      
≫
      Suministros domésticos
    
  





  
Las
  deudas por los impagos del agua, la luz, el gas o el teléfono,
  entre
  otros suministros, prescriben a los cinco años. No obstante, se
  aplica en ocasiones el periodo de tres años (determinado
  en el artículo 1.967.3, que fija los plazos para abonar a los
  comerciantes el precio de los géneros vendidos).





  

    

      
      
    
  


  

    

      

        
≫
        Deudas de alquiler
      
    
  





  
Las
  deudas derivadas del impago del arriendo de un piso tienen una
  prescripción de cinco años.





  

    

      
      
    
  


  

    

      

        
≫
        Deudas de pensión alimenticia
      
    
  





  
Estos
  impagos también se quedarán sin cobrar tras cinco años sin
  que haya reclamación fehaciente del acreedor o sin que el deudor
  la
  asuma.





  

    

      
      
    
  


  

    

      

        
≫
        Deudas comerciales con otras empresas
      
    
  





  
Prescriben
  a los cinco años.





  

    

      
      
    
  


  

    

      

        
≫
        Deudas con abogados, registradores o notarios
      
    
  





  
A
  los tres años prescriben las deudas con estos
  profesionales.





  

    

      
      
    
  


  

    

      

        
≫
        Deudas con farmacéuticos o profesores
      
    
  





  
Su
  plazo de prescripción es también de tres años.





  

    

      
      
    
  


  

    

      

        
≫ Deudas
        tributarias
      
    
  




  

    

      

        
La
        Administración tiene un tiempo de cuatro años para
        determinar la deuda con Hacienda, mediante la oportuna
        liquidación. Debes tener cuidado pues las 
      
    
  


  

    

      

        

          
consecuencias
          por acumular deudas con Hacienda
        
      
    
  


  

    

      

        
 pueden
        ser de gran calado.
      
    
  





  
El
  mismo plazo es el correspondiente a las deudas con la Seguridad
  Social.



  
	

        

  
¿Se
          heredan las deudas con la Seguridad Social?


        





  
	


                        

  
≫


  

                          


  

    

      

        
Deudas
                                con las tarjetas de crédito
      
    
  


                



        




  
Si
  son posteriores al 7 octubre de 2015, prescriben a los cinco
  años. En caso contrario, tienen un periodo de prescripción de 15
  años. En el contrato de una tarjeta, el emisor se obliga a unas
  prestaciones a cambio del abono de una cuota anual y a pagar las
  cantidades dispuestas en la forma convenida. El banco tiene la
  obligación de hacer frente a las facturaciones que se
  presenten.





  
Entre
  la entidad y el titular de la tarjeta se establece un contrato
  de apertura de crédito de naturaleza personal, sometido al plazo
  general de 15 años. Por ello, el banco dispone de ese tiempo para
  reclamar al titular de la tarjeta tanto las cuotas impagadas como
  los
  intereses de demora.





  

    

      
      
    
  


  

    

      

        
≫ Deudas
        hipotecarias
      
    
  





  
Una
  deuda hipotecaria se cancela a los 20 años, comenzando a contar
  desde el vencimiento que tiene fijado el préstamo. No obstante,
  es
  habitual que antes de llegar a la fecha límite, se embargue la
  vivienda si no se paga.





  

    

      
      
    
  


  

    

      

        
Cómo
        interrumpir el plazo de prescripción
      
    
  





  
Los
  plazos de prescripción de una acción judicial pueden ser
  interrumpidos y conseguir que no corran, como establece el
  artículo 1.973 del Código Civil: «La prescripción de las acciones
  se interrumpe por su ejercicio ante los Tribunales, por
  reclamación extrajudicial del acreedor y por cualquier acto de
  reconocimiento de la deuda por el deudor».





  
Así,
  según esta ley, la reclamación extrajudicial es un modo de
  interrumpirlo.





  

    

      
      
    
  


  

    

      

        
Reunificación
        de deudas, ¿cuándo interesa?
      
    
  





  
Si
  se te acumulan las deudas, quizás pienses en agruparlas. Pero
  reunificar las deudas puede que no siempre resulte sencillo ni
  ventajoso. ¿Cuándo conviene?





  

    

      
      
    
  


  

    

      

        
✅
      
    
  


  

    

      

        

        Para ampliar los plazos
      
    
  





  
Puedes
  reunificar todas sus deudas bajo un mismo producto para ajustarte
  a
  tus ingresos. Te conviene si necesitas una cuota mensual menos
  exigente, pero debes saber que, al final, no tendrán más remedio
  que pagar más dinero ya que se alarga el tiempo de
  financiación.





  

    

      
      
    
  


  

    

      

        
✅
      
    
  


  

    

      

        

        Negociar las condiciones con el banco
      
    
  





  
Si
  tienes problemas coyunturales para pagar y todas las deudas con
  la misma entidad, puedes renegociar las condiciones de las líneas
  de
  crédito contratadas.





  

    

      
      
    
  


  

    

      

        
✅
      
    
  


  

    

      

        

        Créditos parecidos
      
    
  





  
Puedes
  limitar la agrupación a los préstamos menores, o de baja cuantía.
  La estrategia se basaría en agrupar las líneas de créditos
  generadas bajo modelos muy parecidos: adelanto de nómina,
  pequeños
  préstamos o financiación para el consumo.





  
Si
  pago una deuda prescrita, ¿puedo reclamar la devolución?





  
Si
  un deudor paga al acreedor una deuda que estaba prescrita, no
  puede reclamarle después la devolución del importe abonado. Y
  esto
  no se debe a que fuera su obligación pagar su deuda, sino al modo
  de
  funcionar de la prescripción.





  
Como
  la prescripción no se produce de forma automática, sino que el
  deudor debe hacerla valer, si este no se opone a la reclamación
  del acreedor, y no manifiesta que la deuda está prescrita, el
  derecho de crédito del acreedor sigue legalmente vigente.




  

    

      

        
Un
        impago de impuestos a la Administración en el periodo
        voluntario
        puede conllevar recargos, multas, sanciones e, incluso, el
        embargo de
        los bienes del contribuyente. La falta de liquidez ha
        agravado la
        situación en el momento de abonar los impuestos y, por
        tanto, las
        deudas de los contribuyentes con la Administración han ido
        aumentando en estos años de crisis económica. Así, hay
        muchas personas que, sin pretenderlo, presentan deudas con
        la 
      
    
  


  

    

      

        

          
Agencia
          Tributaria
        
      
    
  


  

    

      

        
 porque
        no pueden hacer frente a lo que deben. ¿Qué consecuencias
        tiene una acumulación de deudas con Hacienda? La mayor tasa
        de
        morosidad se concentra en el 
      
    
  


  

    

      

        

          
IVA
        
      
    
  


  

    

      

        
,
        seguido del Impuesto de Sociedades y el IRPF. Esto
        significa que son
        las empresas las que más se retrasan en el pago de
        tributos, algo
        lógico, debido al deterioro de la actividad
        económica.
      
    
  




 








  
Demorarse
  en el abono de un impuesto puede motivar la aplicación de
  recargos ejecutivos, por lo que se aconseja tener presentes las
  fechas de vencimiento de pagos de las deudas, para evitar
  penalizaciones por retardos e, incluso, embargos.




  

    

      

        
El
        cobro de las deudas tributarias es un poder atribuido a la
        Administración. Las entidades financieras están autorizadas
        para
        desempeñar el servicio de caja en administraciones y
        delegaciones y,
        aunque no tienen responsabilidad en la gestión ni son
        consideradas
        órganos de recaudación, sí actúan como entidades
        colaboradoras a
        la hora de recaudar los 
      
    
  


  

    

      

        

          
impuestos
        
      
    
  


  

    

      

        
.
        La recaudación de estos tributos puede realizarse en
        periodo
        voluntario o en periodo ejecutivo. Sin embargo, cuando los
        pagos
        no se abonan en estos tiempos, la Administración puede
        proceder al
        embargo de los bienes del contribuyente hasta satisfacer
        por completo
        la deuda.
      
    
  



  
	

        

  
El
          pago de los impuestos en periodo voluntario.








  

    

      

        
Según
        el artículo 62 de la 
      
    
  


  

    

      

        

          
Ley
          58/2003 General Tributaria, de 17 de diciembre de
          2003
        
      
    
  


  

    

      

        
,
        las liquidaciones practicadas por la Administración deberán
        abonarse en periodo voluntario:
      
    
  



  
	

        

  
Si
          la notificación de la liquidación se realiza entre los
  días 1 y
          15 de cada mes, se debe abonar el impuesto en periodo
  voluntario
          desde la fecha en que se recibe el aviso hasta el día 20
  del mes
          posterior o, si este no es hábil, hasta el inmediato día
  hábil
          siguiente.


        

  
	

        

  
Si
          la comunicación de la liquidación se hace entre los días
  16 y
          último de cada mes, se debe pagar el impuesto desde la
  fecha de
          recepción de la advertencia hasta el día 5 del segundo
  mes
          posterior o, si este no es hábil, hasta el inmediato día
  hábil
          siguiente.


        

  
	

        

  
Las
          deudas de notificación colectiva y periódica, que no
  tienen un
          plazo específico establecido en sus normas, tienen que
  abonarse
          entre el día 1 de septiembre y el 20 de noviembre o, si
  este no es
          hábil, hasta el inmediato día hábil siguiente.


        

  
	

        

  
Las
          deudas que han de pagarse mediante efectos timbrados se
          sufragarán en el momento de la realización del hecho
  imponible, si
          no hay otro plazo en su normativa específica.


        

  
	

        

  
Las
          deudas tributarias aduaneras y fiscales derivadas de
          operaciones de comercio exterior deben abonarse en el
  plazo
          establecido por su propia normativa.


        

  
	

        

  
El
          abono de los impuestos en periodo ejecutivo.









  
Cuando
  el contribuyente no abona la deuda en periodo voluntario, se
  inicia
  la recaudación en periodo ejecutivo, de acuerdo con el artículo
  161.1 de la Ley General Tributaria. La recaudación se efectúa
  por el procedimiento de apremio, mediante la notificación de una
  providencia de apremio que es, según señala el artículo 70 del
  Reglamento General de Recaudación, el acto de la Administración
  que ordena la ejecución contra el patrimonio del deudor.





  
Hay
  tres tipos de recargos en este tiempo:



  
	


        

  
Ejecutivo:
          es un recargo del 5% y se aplica cuando se satisface la
  totalidad de
          la deuda no ingresada en periodo voluntario, antes de la
          notificación de la providencia de apremio.


        

  
	

        

  

    

      

        
De
                apremio reducido: este recargo del 10% se asigna
        cuando se satisface
                la totalidad de la deuda no ingresada en periodo
        voluntario y el
                propio recargo, antes de que finalice el plazo
        previsto en el
                artículo 62.5 de la Ley General Tributaria para el
        ingreso de
                las 
      
    
  


  

    

      

        

          
deudas
        
      
    
  


  

    

      

        
 en
                periodo ejecutivo notificadas mediante providencia
        de apremio.
      
    
  


        

  
	

        

  
De
          apremio ordinario: se aplica un recargo del 20% cuando no
          correspondan los dos recargos anteriores, es decir,
  cuando el abono
          se produce después de haber finalizado el plazo para el
  pago en
          periodo ejecutivo.









  
Estos
  recargos son incompatibles entre sí y se calculan sobre la
  totalidad de la deuda no ingresada en periodo voluntario. El
  único
  recargo que es compatible con los intereses de demora es el
  recargo
  de apremio ordinario (con el 20%).



  
	

        

  
El
          procedimiento de embargo de los bienes del deudor.









  
Si
  finalizado el plazo estipulado en la providencia de apremio el
  contribuyente no abona su deuda tributaria, se dicta una
  Providencia
  de Embargo de sus bienes para proceder al cobro de las
  cantidades que debe, el recargo de apremio, los intereses y, en
  su
  caso, las costas del procedimiento de apremio producidas.




  

    

      

        
El
        proceso de embargo está regulado por el artículo 131 de la
        Ley
        General Tributaria y por el artículo 112 del Reglamento
        General de
        Recaudación, que determina los bienes inembargables, los
        bienes
        embargables y el orden en el que se efectuarán los 
      
    
  


  

    

      

        

          
embargos
        
      
    
  


  

    

      

        
.
        Según la normativa, el embargo de bienes se llevará a cabo
        en el
        siguiente orden:
      
    
  



  
	

        

  
Dinero
          en efectivo o en cuentas abiertas en entidades de
  crédito. Si
          existe alguna cuenta cuya titularidad corresponde a
  varias personas,
          solo se embargará la parte que atañe al deudor.


        

  
	

        

  
Créditos,
          efectos, valores y derechos realizables en el acto o a
  corto plazo
          (a menos de seis meses). Pueden ser enajenados con
  independencia de
          la fecha de amortización definitiva. La venta se
  realizará a
          través de los mercados secundarios oficiales en las
  mejores
          condiciones posibles y debe comprender un número de
  valores que
          cubra el importe total de la deuda.


        

  
	

        

  

    

      

        
Sueldos,
                salarios y pensiones. Estos conceptos están
        destinados a financiar
                las necesidades elementales del deudor. De acuerdo
        con el artículo
                607 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, es
        inembargable el 
      
    
  


  

    

      

        

          
salario
        
      
    
  


  

    

      

        
,
                sueldo, jornal, pensión, retribución o su
        equivalente, que no
                exceda del Salario Mínimo Interprofesional
        (SMI).
      
    
  


        

  
	

        

  

    

      

        
Bienes
                inmuebles. Para poder embargar un inmueble es
        necesario que sea
                propiedad del deudor. Si un bien propiedad del
        deudor,
                según 
      
    
  


  

    

      

        

          
escritura
                  pública
        
      
    
  


  

    

      

        
,
                no consta a su nombre en el Registro, por no
        haberlo presentado,
                Hacienda puede instar a su inscripción y después
        embargarlo. Según
                el artículo 140 del Reglamento Hipotecario, en un
        primer momento se
                suspenderá el embargo y se tomará anotación de la
        suspensión y,
                más tarde, se requerirá al que se considere dueño
        para que
                inscriba su dominio y, en caso de negarse, se podrá
        solicitar de
                forma judicial.
      
    
  


        

  
	

        

  

    

      

        
Intereses
                y rentas. Si lo embargado son rentas obtenidas por
        empresas o
                actividades comerciales, industriales y agrícolas,
        se puede nombrar
                un administrador o interventor. Cuando las rentas
        que se tiene
                intención de embargar corresponden a los derechos
        de explotación
                de una obra protegida por la 
      
    
  


  

    

      

        

          
Ley
                  de Propiedad Intelectual
        
      
    
  


  

    

      

        
,
                se considerarán salarios.
      
    
  


        

  
	

        

  
Establecimientos
          mercantiles o industriales. Se extenderá una diligencia,
  donde
          consten inventariados todos los bienes y derechos
  existentes en cada
          establecimiento embargado, así como los útiles que se
  embargan.
          Además, se debe hacer la anotación preventiva de embargo
  en el
          Registro de Bienes Muebles.


        

  
	

        

  
Joyas,
          metales preciosos y antigüedades.


        

  
	

        

  

    

      

        
Bienes
                muebles. El artículo 92.4 del 
      
    
  


  

    

      

        

          
Reglamento
                  General de Recaudación
        
      
    
  


  

    

      

        
,
                relativo al embargo de automóviles, camiones,
        motocicletas,
                embarcaciones, aeronaves u otros vehículos, señala
        que se
                notificará el embargo al deudor para que en un
        plazo de cinco días
                lo ponga a disposición de los órganos de
        recaudación, con su
                documentación y llaves. Si no lo hace, se dará
        orden a las
                autoridades para la captura, depósito y precinto de
        estos bienes.
      
    
  


        

  
	

        

  
Créditos
          realizables a largo plazo (a más de seis meses). El
  embargo se
          llevará a cabo mediante una diligencia de embargo que
  deberá
          identificar los valores conocidos por la Administración y
          comprenderá un número de valores que cubra el importe
  total de la
          deuda.









  
Qué
  bienes son inembargables




  

    

      

        
Los
        bienes inembargables están regulados en los artículos 605 y
        606 de
        la 
      
    
  


  

    

      

        

          
Ley
          de Enjuiciamiento Civil
        
      
    
  


  

    

      

        
.
      
    
  





  
Son
  inembargables el mobiliario y el menaje del hogar, además de
  las ropas del deudor y de su familia, que no puedan considerarse
  superfluos y, en general, los bienes como alimentos, combustible
  y
  otros que, a juicio del tribunal, resulten imprescindibles para
  que el deudor y las personas que de él dependen puedan atender
  con
  dignidad a su subsistencia.





  
Los libros
  e instrumentos necesarios para el ejercicio de la profesión, arte
  u
  oficio a que se dedique el deudor son inembargables cuando su
  valor no guarde proporción con la cuantía de la deuda
  reclamada.





  
Otros
  haberes inembargables son los bienes sacros y los dedicados al
  culto de las religiones legalmente registradas, las cantidades
  expresamente declaradas inembargables por Ley y los bienes
  declarados
  inembargables por los Tratados ratificados por España.




  

    

      

        
La
        Agencia Tributaria puede cobrarse la deuda de una cuenta
        bancaria si
        avisa en tiempo y forma, aunque los ciudadanos pueden
        reclamar.
        Acudir al 
      
    
  


  

    

      

        

          
banco
        
      
    
  


  

    

      

        
 y
        ver cómo el saldo de una cuenta ha bajado de manera
        considerable sin
        nuestro permiso es un hecho que, en ocasiones puntuales,
        puede
        producirse. ¿Cómo es posible? Ante el adeudo de tributos
        como el
        IRPF o el Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales, entre
        otros, la 
      
    
  


  

    

      

        

          
Agencia
          Tributaria
        
      
    
  


  

    

      

        
 (AT)
        puede cobrarse el importe de la cuenta bancaria del moroso.
        Pero este
        procedimiento, en exclusiva administrativo, exige el debido
        aviso en tiempo y forma, ofrece a los ciudadanos la
        posibilidad de
        recurrir e, incluso, concede poder acceder a la vía
        judicial si
        no se está conforme con tal actuación. 
      
    
  





 







  

    

      

        
El
        procedimiento de embargo ante una deuda impagada con las
        administraciones públicas difiere de una deuda comercial
        corriente
        (la que puede mantenerse con una entidad de crédito o con
        un banco)
        en que no se resuelven por la vía mercantil, sino mediante
        un
        procedimiento administrativo. Así, el impago de multas, del
        
      
    
  


  

    

      

        

          
IRPF
        
      
    
  


  

    

      

        
 o
        de cualquiera de las diversas tasas e impuestos
        municipales, puede
        desembocar en un apremio contra el moroso, que incluye
        diversas vías,
        y que se puede librar contra distintos bienes.
      
    
  




  

    

      

        
La 
      
    
  


  

    

      

        

          
Ley
          Tributaria
        
      
    
  


  

    

      

        
 es
        clara al respecto, y ante la falta de respuesta del deudor
        a los
        requerimientos posteriores al vencimiento, establece el
        siguiente
        orden de embargo:
      
    
  



  
	

        

  
Dinero
          en efectivo o en cuentas abiertas en entidades de
  crédito.


        

  
	

        

  
Créditos,
          efectos y valores realizables en el corto plazo.


        

  
	

        

  
Sueldos,
          salarios y pensiones.








  

    

      

        
Y
        la lista continúa. Bienes inmuebles, establecimientos
        mercantiles, piedras y 
      
    
  


  

    

      

        

          
metales
          preciosos
        
      
    
  


  

    

      

        
…,
        una larga enumeración que asegura a la Agencia Tributaria
        el cobro
        de la deuda, los intereses y las costas del procedimiento
        de apremio
        causantes del conflicto.
      
    
  





  
No
  obstante, el orden puede variarse, si lo solicita el deudor y
  los bienes que este ofrece para responder a sus obligaciones
  presentan la misma eficacia y celeridad que los establecidos por
  la
  norma. En todo caso, el embargo se hará siempre «teniendo en
  cuenta
  la mayor facilidad de su enajenación y la menor onerosidad» para
  el
  deudor.





  
En
  bienes relacionados con salarios y pensiones, el embargo no podrá
  exceder nunca el salario mínimo interprofesional




  

    

      

        
Del
        mismo modo, no puede echarse mano de los bienes
        inembargables
        establecidos en la 
      
    
  


  

    

      

        

          
Ley
          de Enjuiciamiento Civil
        
      
    
  


  

    

      

        
.
        En concreto, en bienes relacionados con salarios y
        pensiones, el
        embargo no podrá exceder nunca el 
      
    
  


  

    

      

        

          
salario
          mínimo interprofesional
        
      
    
  


  

    

      

        
.
        Pero lo cierto es que, ante una deuda de este tipo, el
        primer bien
        comprometido es la cuenta corriente o caja fuerte de ahorro
        con
        dinero en efectivo en entidades de crédito a nombre del
        moroso. De
        hecho, los bancos y cajas tienen la obligación legal de
        brindar
        a las autoridades toda la información existente en su poder
        sobre
        estos bienes: saldos, movimientos, titularidad de las
        cuentas…
      
    
  





  

    

      
      
    
  


  

    

      

        
Procedimiento
        de apremio
      
    
  





  
Este
  procedimiento, reglado por la Ley Tributaria, garantiza los
  derechos de los deudores ante una inminente situación de embargo.
  De
  hecho, cualquier irregularidad en la operativa concede al
  ciudadano
  deudor la posibilidad de solicitar la nulidad del procedimiento y
  del
  embargo en curso, incluso recurriendo a la vía judicial, tras
  haber
  realizado las alegaciones pertinentes ante las autoridades
  administrativas.





  
Una
  vez vencido el pago, la Administración deberá comunicar de manera
  clara y concisa al moroso su falta. Esto quiere decir que debe
  enviar
  al domicilio legal del mismo una notificación en la que se
  identifique con precisión:



  
	

        

  
La deuda pendiente.


        

  
	

        

  
Los recargos correspondientes
          a la mora.


        

  
	

        

  
El requerimiento
          de pago en tiempo y forma.








  
La
  falta de notificación del apremio, los errores y omisiones que
  impidan identificar la deuda o identidad del deudor son motivos
  para
  oponerse al mismo. Cualquier incumplimiento formal en este
  sentido
  será motivo suficiente para que el moroso recurra ante la
  propia Administración y se niegue a pagar. Tanto la falta de
  comunicación del apremio como los errores u omisiones en el
  contenido que impidan identificar de modo fehaciente la deuda o
  la
  identidad del deudor serán motivos suficientes para oponerse al
  apremio. No obstante, si el moroso no recurre la notificación,
  la ley determina que esta tiene la «misma fuerza ejecutiva que
  una
  sentencia judicial» para proceder contra los bienes.





  
En
  cuanto al tiempo que puede mediar entre la notificación y el
  embargo efectivo, en caso de que no medie oposición alguna del
  usuario, la ley establece plazos precisos:



  
	

        

  
Si
          la comunicación se realiza entre el día 1 y el día 15 del
  mes, el
          deudor deberá pagar hasta el día 20 de ese mes.


        

  
	

        

  
Si
          la notificación se hace entre los días 16 y último de
  cada mes,
          el pago se llevará a cabo hasta el día 5 del mes
  posterior.









  
Transcurridos
  estos tiempos, el embargo del dinero de la cuenta corriente será
  inmediato, sin necesidad de que medie trámite alguno.





  

    

      
      
    
  


  

    

      

        
Limitaciones
        al embargo de cuentas
      
    
  





  
Pero, ¿cuándo
  y en qué casos se puede conseguir el dinero a los deudores? La
  ley establece algunas limitaciones cuando en las cuentas
  afectadas por el embargo se abonan salarios, sueldos o pensiones.
  En
  este sentido, la Ley de Enjuiciamiento Civil señala el salario
  mínimo interprofesional como porción intocable del dinero que se
  halle en dicha cuenta. No obstante, la normativa aclara asimismo
  que
  considerará como salario o pensión a la cantidad ingresada por
  ese
  concepto en el mes que se practique el embargo, o en el inmediato
  anterior. En todo caso, esto quiere decir que toda cantidad que
  exceda el salario mínimo interprofesional será embargable
  conforme
  a una escala que establece diversos porcentajes por rango.





  
Por
  otra parte, en las cuentas mancomunadas o de
  titularidad compartida, solo se podrá embargar la parte
  correspondiente al moroso. El problema ante esta situación es que
  la
  ley entiende que la totalidad del dinero disponible corresponde a
  partes iguales a cada titular de la cuenta, aunque en la práctica
  no
  siempre sea así.





  
La
  refinanciación de una deuda implica abonar cuotas mensuales más
  bajas, pero también alargar el plazo de devolución. En otras
  palabras, no es muy conveniente, pues hay que pagar más dinero
  y la deuda crece. Por eso, refinanciar la deuda debe ser la
  última
  opción, pero si no hay más remedio, ¿cómo hacerlo con seguridad? 
  





 








  
Refinanciar
  la deuda es un proceso no muy sencillo que requiere de la
  aportación de soluciones inmediatas para pagarla y no en caer en
  penalizaciones. La Asociación de Usuarios de Bancos, Cajas y
  Seguros
  advierte de que «si ya nos enfrentamos a un plazo de devolución
  largo, no será una buena opción». No quedará otra, indican, que
  «conseguir alguna mejora adicional, como una reducción de los
  intereses a pagar, una carencia a bajo tipo de interés o incluso
  una
  quita de la deuda».




  

    

      

        
Las
        entidades de financiación, por el contrario, mantienen que
        es una
        buena ocasión para lograr un ahorro mensual en las cuotas.
        Así lo
        pone de manifiesto 
      
    
  


  

    

      

        

          

          refinanciaciondedeudas.com
        
      
    
  


  

    

      

        
 al
        constatar que «este sistema da lugar, en muchos casos, a
        una
        nueva 
      
    
  


  

    

      

        

          
hipoteca
        
      
    
  


  

    

      

        
 con
        un plazo de amortización más amplio».
      
    
  





  
En
  cualquier caso, hay que hacer frente a una serie de incógnitas
  que
  pueden presentarse en la fase de negociación. Estas son las cinco
  claves que hay que tener en cuenta al refinanciar una
  deuda.





  

    

      
      
    
  


  

    

      

        
1.
        Mejorar la operación
      
    
  





  
Habrá
  que cerciorarse de que en realidad el usuario saldrá beneficiado
  de
  la operación y comprobar que su nivel de endeudamiento no se
  elevará
  de forma peligrosa para sus intereses. La mejor solución será
  hacer cálculos sobre cómo quedaría el nuevo escenario y
  constatar cuál será el importe de las nuevas cuotas mensuales y
  bajo qué condiciones de contratación.





  

    

      
      
    
  


  

    

      

        
2.
        Falta de alternativas
      
    
  




  

    

      

        
La
        refinanciación de la deuda solo es recomendable cuando
        fallen otras
        opciones más ventajosas para el cliente, entre ellas, la
        
      
    
  


  

    

      

        

          
negociación
          directa con el banco
        
      
    
  


  

    

      

        
 emisor
        del producto. En ella hay que exponer con toda claridad que
        no se
        puede asumir el compromiso y habría que modificar algunas
        de
        sus principales condiciones: plazos de devolución, importes
        de las
        cuotas, etc.
      
    
  





  

    

      
      
    
  


  

    

      

        
3.
        Reducción de las cuotas
      
    
  





  
Si
  no se consigue este objetivo, no servirá para nada el interés por
  este producto. El primer planteamiento en esta clase de
  operaciones
  irá encaminado a un menor esfuerzo económico para satisfacer
  los importes prestados por los bancos o intermediarios
  financieros.
  Sin este requisito no podrá firmarse el nuevo contrato, aunque
  aparezcan otras mejoras menores en su importancia, ya que los
  usuarios tendrán de nuevo el mismo problema que antes.





  

    

      
      
    
  


  

    

      

        
4.
        Desconfiar de algunas condiciones
      
    
  





  
Para
  no ser víctima de ninguna sorpresa, no habrá otra solución
  que analizar con detenimiento el contrato, por si incluyese
  alguna condición no muy beneficiosa para los intereses de sus
  demandantes. Una de las más habituales es hacer titular de la
  deuda,
  no a una entidad bancaria, sino a un prestamista. Lo más seguro
  es
  que imponga un tipo de interés muy elevado, aunque sea alargando
  los
  créditos.





  

    

      
      
    
  


  

    

      

        
5.
        Conseguir una cuota mensual estable
      
    
  





  
Tampoco
  hay que deslumbrarse con unas cuotas más suaves durante los
  primeros
  años en su devolución. Habrá que detenerse a analizar cómo
  será su evolución a lo largo de la vida del préstamo, y muy
  especial en el caso de las hipotecas. No en vano, en este periodo
  puede producirse el efecto contrario: que suban o, al menos, que
  se
  mantengan bajo los mismos parámetros del anterior modelo de
  financiación.





  
¿Cuál
  es la estrategia de la refinanciación?





  
Cambiar
  las condiciones de las deudas contratadas supone unas variaciones
  en
  los plazos, pagos y en todo el proceso que conllevan estas
  operaciones. Uno de los principales elementos que notarán los
  usuarios es que dispondrán de mayor tiempo para amortizar las
  deudas contraídas en las líneas de crédito suscritas. De esta
  forma, no habrá tantas urgencias para finiquitar estos productos
  financieros, con un alivio en su situación personal del que
  adolecían antes de realizar esta pauta de comportamiento.





  
Como
  consecuencia, las cuotas mensuales serán menos exigentes. Pero no
  por ello habrá que abonar al final menos dinero, sino todo lo
  contrario, ya que el periodo de devolución se alarga y
  también la deuda.




 







  

    

      

        
Aplazar
        y fraccionar el abono son dos posibilidades para pagar a la
        Agencia
        Tributaria, pero también existen créditos sin intereses
        para
        afrontar las deudas. Los contribuyentes a los que 
      
    
  


  

    

      

        

          
la
          Declaración de la Renta les salga a pagar
        
      
    
  


  

    

      

        
 ya
        pueden ir preparando sus cuentas personales, aunque por
        suerte
        también está la opción de fraccionar el desembolso que hay
        que
        hacer a la Agencia Tributaria o aplazarlo. Además, hay
        créditos
        bancarios, aunque pocos, que ayudan a abonar lo que se le
        debe a la
        Administración, algunos hasta sin intereses. Contar con el
        sistema
        telemático Renta WEB para la presentación de la
        Declaración, permite a los contribuyentes agilizar todo el
        proceso administrativo para cumplir sus obligaciones con
        las
        autoridades recaudatorias. Pero el problema vendrá, una vez
        más,
        cuando la autoliquidación de la Declaración salga a
        pagar.
      
    
  




 







  

    

      

        
Si
        las familias disponen de los suficientes ahorros, no
        tendrán
        excesivos problemas para afrontar este desembolso. El
        problema
        vendrá cuando comprueben que su cuenta corriente no
        contiene el
        saldo necesario que les exigen tras haber formalizado su
        Declaración
        de la Renta. ¿Qué hacer entonces? Hay varias opciones:
        desde pedir
        un préstamo al banco, para no verse involucrado en ningún
        
      
    
  


  

    

      

        

          
proceso
          deudor
        
      
    
  


  

    

      

        
,
        hasta intentar aplazar o fraccionar el pago de lo que se le
        debe a
        Hacienda.
      
    
  





  
Si
  la Declaración de la Renta sale a pagar, ajustar las cuentas con
  la
  Agrencia Tributaria es urgente, y sin dinero ahorrado, pedir un
  crédito será necesario. El préstamo puede proceder de fuentes de
  financiación genéricas, que atienden a muchas finalidades, pero
  algunas entidades ya han creado productos más específicos para
  salir de estos apuros fiscales.





  
Conceden
  entre 1.000 y 5.000 euros, con la aplicación de unos intereses
  anuales que oscilan entre el 6% y 15% aproximadamente. A esto se
  añaden las posibles comisiones que lleven incorporadas (estudio,
  apertura, cancelación anticipada, etc.), que pueden elevar otra
  deuda hasta del 35% sobre el importe solicitado.





  
Estos
  créditos cuentan, como otra de sus características, con plazos de
  devolución poco flexibles, que rara vez exceden de los 12 meses.
  Pero, con un poco de suerte, y eligiendo muy bien la fuente de
  financiación, se podrá conseguir un préstamo sin intereses con el
  que poder pagar a Hacienda sin demasiados problemas.





  

    

      
      
    
  


  

    

      

        
Créditos
        para pagar a Hacienda
      
    
  





  
La
  financiación fiscal que ofrecen los bancos permite que las
  familias no se vean involucradas en problemas de impagos.





  
Fraccionar
  y aplazar el pago a Hacienda





  
En
  vez de solicitar una vía de financiación para afrontar sus
  obligaciones fiscales, los contribuyentes pueden agotar otras
  alternativas más beneficiosas para sus intereses
  personales.





  
La
  primera de ellas pasa por fraccionar los pagos en dos al año,
  tal y como hacen muchas familias desde hace tiempo para ajustarse
  a
  sus presupuestos domésticos. El primer abono, que representará
  el 60% de la deuda, se formalizará en el instante de presentar la
  liquidación. Unos meses después, en noviembre, tendrá lugar el
  segundo pago de la liquidación fiscal por el restante de la
  operación, es decir, el 40%.





  
Si
  por cualquier circunstancia, estas personas no tuviesen la
  liquidez
  necesaria para hacer frente a esta operación, no tendrían más
  remedio que solicitar un aplazamiento de los pagos. En
  principio, pueden acogerse a esta alternativa quienes se
  comprometan a saldar la deuda en los plazos acordados y una vez
  se hayan agotado otras alternativas para ajustar las cuentas con
  los
  órganos tributarios, explicando a través de un escrito los
  motivos
  por los que no pueden formalizar sus abonos fiscales.





  
Tipos
  de infracciones




  

    

      

        
Las
        infracciones tributarias, tal y como especifica la 
      
    
  


  

    

      

        

          
Ley
          58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria
        
      
    
  


  

    

      

        
,
        se clasifican en leves, graves y muy graves. Por lo
        general, las
        sanciones son económicas. En muchos casos, la cuantía de la
        multa
        es fija, aunque en otros Hacienda puede solicitar el pago
        de un
        porcentaje concreto sobre la cantidad defraudada.
      
    
  




 










  

    

      
      
    
  


  

    

      

        
No
        sólo económicas
      
    
  




 










  
La
  Agencia Tributaria contempla la posibilidad de imponer otro tipo
  de
  castigos a quienes se saltan las normas y cometen infracciones
  graves
  o muy graves. Cuando la sanción pecuniaria impuesta es igual o
  superior a 30.000 euros, Hacienda puede imponer otras
  penalizaciones
  accesorias, como perder la posibilidad de obtener subvenciones,
  ayudas públicas o recibir contratos por parte de la
  Administración
  pública.





  
Si
  quien comete la infracción grave ejerce una profesión oficial (es
  un registrador de la propiedad o mercantil, notario o que realiza
  funciones públicas, pero no percibe directamente haberes del
  Estado,
  comunidades autónomas, entidades locales u otras entidades de
  derecho público), además de la multa económica, Hacienda podrá
  imponerle como sanción accesoria la suspensión del ejercicio de
  su
  profesión, empleo o cargo público, por un plazo mínimo de tres
  meses y un máximo de doce.




 










  

    

      
      
    
  


  

    

      

        
¿Por
        qué puede sancionar Hacienda?
      
    
  




 










  
Los
  castigos del fisco son múltiples y muy variados. En principio, se
  puede multar a cualquier contribuyente que oculte datos. Conviene
  cerciorarse de que la Declaración de la Renta se ha cumplimentado
  de
  manera correcta porque cometer errores, como rellenar las
  casillas
  con datos erróneos, puede salir caro.





  
Hacienda
  entiende que hay ocultación de información a la Administración
  tributaria cuando no se presenten declaraciones o se haga con
  hechos
  u operaciones que no se han realizado o cuyos importes son
  falsos,
  igual que si se omiten de forma total o parcial operaciones,
  ingresos, rentas, productos, bienes o cualquier otro dato que
  incida
  en la determinación de la deuda tributaria. También se considera
  un
  fraude cualquier anomalía sustancial en la contabilidad y en los
  libros o registros de una sociedad privada.





  
La
  base de la sanción equivale a la cuantía no ingresada en la
  autoliquidación como consecuencia de la comisión de la
  infracción.
  Conlleva su correspondiente pena fiscal la declaración incorrecta
  de
  los libros de contabilidad, con asientos, registros o importes
  falsos, la omisión de operaciones realizadas o las cuentas
  incorrectas, así como emplear facturas, justificantes u otros
  documentos falsos. Un supuesto más que se castiga es el intento
  del
  contribuyente por ocultar su identidad real a través de terceras
  personas o entidades interpuestas, con o sin su consentimiento,
  con
  el objetivo de atribuirles la titularidad de ciertos bienes o
  derechos, o la obtención de las rentas o ganancias
  patrimoniales.




 










  

    

      
      
    
  


  

    

      

        
Penalizaciones
        más comunes
      
    
  




 










  
Una
  de las infracciones más habituales del contribuyente es la
  comisión
  de errores al realizar la declaración y, en consecuencia, al no
  ingresar a Hacienda la cantidad correspondiente como resultado de
  su
  IRPF. En este caso, para calcular a cuánto asciende la multa, hay
  que conocer cuál es la base de la sanción, que equivale a la
  cuantía no ingresada en la autoliquidación como consecuencia de
  la
  comisión de la infracción, es decir, la cantidad que se debe a
  Hacienda.





  
La
  multa que impone la Agencia Tributaria en estos casos será leve
  cuando la base de la sanción sea inferior o igual a 3.000 euros o
  cuando sea superior y no haya ocultación. Por el contrario, no
  será
  leve cuando se hayan utilizado facturas, justificantes o
  documentos
  falsos o falseados.



  
	

        

  
La
          sanción por infracción leve consistirá en una multa
          pecuniaria proporcional del 50% sobre la cantidad que se
  ha dejado
          de pagar a Hacienda. Si un contribuyente debía pagar a
  Hacienda
          2.000 euros como resultado de su declaración y no los
  ingresó en
          plazo (este año abierto hasta el próximo 30 de junio), la
  multa
          ascenderá a 1.000 euros, con lo que deberá ingresar 3.000
  euros.


        

  
	

        

  
La infracción
          será grave cuando la base de la sanción sea superior a
  3.000
          euros y haya ocultación. En este caso, los contribuyentes
  deberán
          pagar una multa de entre el 50% y el 100% de la cantidad
  que dejaron
          de abonar a Hacienda.


        

  
	

        

  
La
          infracción se considera muy grave cuando la
          Administración comprueba que se han utilizado medios
  fraudulentos.
          En estos casos, sobre la base de la sanción habrá que
  sumar una
          multa de entre el 100% y el 150%. Si un contribuyente
  debía
          ingresar a Hacienda 6.000 euros como pago de sus
  impuestos, no lo ha
          hecho y además ha falseado documentación, la sanción
  puede
          ascender a 9.000 euros, a los que habrá que sumar los
  6.000 euros
          que debe recaudar Hacienda. En total, la Agencia
  Tributaria
          reclamaría 15.000 euros.









  
En
  el caso de que un contribuyente hubiera recibido una devolución
  sin
  merecerla, la sanción correspondiente ascenderá al 100% de la
  cuantía que debería haber ingresado a la Agencia. Si un ciudadano
  recibe una devolución de 1.000 euros y debería haber pagado 500,
  tendrá que hacer frente a una sanción adicional de otros 500
  euros.




 










  

    

      
      
    
  


  

    

      

        
Es
        una infracción grave pedir beneficios fiscales con la
        omisión de
        datos relevantes o la inclusión de otros falsos
      
    
  




 










  
También
  constituye una infracción tributaria solicitar de modo indebido
  una
  devolución mediante la omisión de datos relevantes o la inclusión
  de datos falsos en autoliquidaciones, comunicaciones de datos o
  solicitudes. En este caso, la sanción consistirá en una multa
  pecuniaria proporcional del 15% sobre la devolución solicitada.
  De
  la misma manera, es una falta solicitar beneficios o incentivos
  fiscales mediante la omisión de datos relevantes o la inclusión
  de
  otros falsos. En este caso, la infracción es grave y se sanciona
  con
  una multa pecuniaria fija de 300 euros.




 










  

    

      
      
    
  


  

    

      

        
Declaraciones
        positivas
      
    
  




 










  
Resistirse
  a presentar la Declaración de la Renta es una de las tentaciones
  más
  habituales para quienes deben pagar. Sin embargo, esta práctica
  irresponsable tiene castigo. Si no se presenta en plazo la
  declaración de IRPF con resultado a pagar, pero el contribuyente
  rectifica su error y la entrega sin que haya requerimiento previo
  de
  la Administración, la sanción será del 5%, 10% o 15% de la
  cantidad no ingresada en plazo, en función de que la declaración
  se
  presente en los tres, seis o doce meses siguientes a la
  finalización
  del plazo obligatorio. Si se registra después de un año, tendrá
  un
  recargo del 20% y, además, habrá que pagar intereses de
  demora.




 










  
Si
  la Administración requiere una declaración no presentada, la
  sanción oscila entre el 50% y el 150% de la cantidad no
  ingresada. 
  El escenario empeora si la Administración requiere al
  contribuyente
  la presentación de la declaración. En este caso, con
  independencia
  del ingreso de la cuota correspondiente y de los intereses de
  demora
  que se hayan devengado, se impondrá una sanción de entre el 50% y
  el 150% de la cantidad no ingresada en plazo.





  
Si
  un ciudadano está obligado a presentar la declaración y no lo
  hace,
  siempre que el resultado de ésta sea negativo, la Agencia
  Tributaria
  podría imponerle una sanción por una infracción tributaria simple
  de entre 6,01 y 901,52 euros.




 










  
Omisiones,
  errores y obstrucción a las labores de la Agencia
  Tributaria




 










  
Otra
  infracción por la que Hacienda puede reclamar una multa, aunque
  menos frecuente, es el incumplimiento de la obligación de
  comunicar
  el domicilio fiscal o el cambio del mismo por parte de las
  personas
  físicas que no realicen actividades económicas. La infracción
  prevista en este apartado es leve. La sanción consistirá en una
  multa pecuniaria fija de 100 euros.





  
También
  se considera como infracción leve incumplir la obligación de
  entregar el certificado de retenciones o ingresos a cuenta
  practicados a los contribuyentes perceptores de estas rentas. La
  sanción, que en este caso pagarían los empresarios, es una multa
  fija de 150 euros, mientras que si se comunican datos falsos o
  falseados en las solicitudes de número de identificación fiscal
  provisional o definitivo se considera muy grave y se multa con
  30.000
  euros.





  
Al
  ser objeto de investigación por parte de Hacienda, puede suceder
  que
  un contribuyente decida negarse a colaborar con la institución en
  la
  entrega de documentos o datos. Sin embargo, resistirse a
  colaborar,
  obstruir la investigación, negarse o poner excusas ante las
  actuaciones de la Administración conlleva el pago de importantes
  sanciones. Se multará a quien intente dilatar, entorpecer o
  impedir
  las actuaciones de la Administración tributaria en relación con
  el
  cumplimiento de sus obligaciones.




 










  

    

      
      
    
  


  

    

      

        
Se
        multará a quien intente impedir las actuaciones de la
        Administración
        tributaria en relación con el cumplimiento de sus
        obligaciones
      
    
  




 










  
No
  facilitar el examen de documentos, informes, antecedentes,
  libros,
  registros, ficheros, facturas, justificantes y asientos de
  contabilidad principal o auxiliar, programas y archivos
  informáticos,
  sistemas operativos y de control, y cualquier otro dato con
  trascendencia tributaria son algunas de las circunstancias que
  implican el pago de una multa. Además, es sancionable negarse o
  impedir la entrada o permanencia en fincas o locales a los
  funcionarios de la Administración tributaria o el reconocimiento
  de
  locales, máquinas, instalaciones y explotaciones relacionados con
  las obligaciones tributarias.





  
En
  este caso, las multas parten de 150 euros, pero pueden alcanzar
  hasta
  600 euros.



  
	

        

  
La
          multa será de 150 euros si se ha incumplido por primera
  vez un
          requerimiento.


        

  
	

        

  
Ascenderá
          a 300 euros si se incumple por segunda vez.


        

  
	

        

  
Llegará
          a 600 euros cuando el requerimiento se haya incumplido
  por tercera
          vez.









  
Si
  no se comparece o no se facilita la actuación administrativa o la
  información exigida en el plazo concedido, la multa pecuniaria
  ascenderá a 300 euros en el primer requerimiento notificado al
  efecto, llegará a 1.500 euros en el segundo requerimiento y será
  proporcional de hasta el 2% de la cifra de negocios del infractor
  en
  el año anterior al que cometió la infracción, con un mínimo de
  10.000 euros y un máximo de 400.000, en el tercer
  requerimiento.





  
El
  embargo de nóminas y la ejecución de propiedades son algunas de
  las
  medidas que un tribunal puede dictaminar para solventar un
  conflicto
  generado por una deuda. Estas deudas tienen diversas procedencias
  y
  pueden corresponder a créditos personales, hipotecarios o
  empresariales, deudas por impuestos municipales o por falta de
  pago
  de la luz, el teléfono o por cualquier clase de operación
  asentada
  en los registros bancarios. ¿Es posible acabar en la cárcel por
  esta razón?





  
La
  respuesta es un rotundo «no», y se debe a una cuestión
  legislativa: el Código Penal español no establece como delito el
  que una persona física o jurídica por su situación económica se
  vea incapaz de pagar una deuda contraída en el pasado.





  
Por
  tanto, las penas que se pueden imponer a alguien que no hace
  frente a
  sus compromisos financieros corresponden a la esfera de lo civil:
  quien no paga, deberá responder con sus bienes, ejecutables en
  todo
  caso para cumplir con sus obligaciones. Embargo de nóminas (salvo
  la
  cantidad correspondiente al salario mínimo), juicio de desahucio
  en
  caso de quien no paga el alquiler, ejecución de garantías
  personales o ejecución de propiedades, como la casa o el coche,
  son
  algunas de las medidas que un juez puede tomar tras un largo
  proceso
  para solventar un conflicto que se haya generado por una
  deuda.





  

    

      
      
    
  


  

    

      

        
Quiebra
        fraudulenta
      
    
  





  
A
  pesar de que la condición de deudor no pone a una persona en
  riesgo
  de terminar en la cárcel, sí se contemplan acciones
  deliberadas que pueden cometer tanto empresas como particulares,
  y que pueden desplazar al ámbito «de lo penal» un problema de
  naturaleza civil o comercial como es el impago de obligaciones.
  Alteración de datos contables y ocultación de bienes pueden
  originar una pena de cárcel. Un juez puede determinar en un
  juicio
  generado por la reclamación de una deuda, y a través del análisis
  de las pruebas presentadas, que el deudor ha realizado una serie
  de
  maniobras a propósito, en evidente perjuicio de los acreedores. Y
  aquí se engloba desde la alteración de datos contables en los
  libros, hasta la ocultación de bienes o el hecho de contabilizar
  operaciones comerciales que nunca existieron y que fueron
  forzadas
  con el fin de justificar la quiebra del deudor. Estas acciones sí
  pueden originar una pena de privación de la libertad, por
  tratarse
  claramente de un acto de mala fe.





  

    

      
      
    
  


  

    

      

        
La
        Ley Concursal
      
    
  




  

    

      

        
Antes
        de llegar a la instancia de ser demandado por una serie de
        deudas
        impagadas, sin embargo, tanto particulares como empresas
        tienen la
        posibilidad de 
      
    
  


  

    

      

        

          
declararse
          en quiebra
        
      
    
  


  

    

      

        
 para
        afrontar de manera legal su insolvencia. Con la 
      
    
  


  

    

      

        

          
Ley
          Concursal
        
      
    
  


  

    

      

        
,
        el deudor puede abrir un proceso judicial que, de manera
        inmediata,
        paraliza las demandas interpuestas por la falta de pago y
        la
        ejecución de los bienes que se estén tramitando, al mismo
        tiempo
        que interrumpe la acumulación de intereses en los créditos
        impagados. De esta forma, si bien la Ley Concursal no
        perdona la
        deuda, permite acceder a determinados mecanismos para
        favorecer a sus
        titulares el pago de acuerdo con sus posibilidades:
      
    
  



  
	

        

  
 
  

    

      
Paraliza
              las demandas interpuestas por la falta de pago y la
      ejecución de
              los bienes que se estén tramitando, incluidas las
      hipotecarias.
    
  


        

  
	

        

  
 
  

    

      
Interrumpe
              la acumulación de intereses en los créditos
      impagados.
    
  


        

  
	

        

  
 
  

    

      
Ayuda
              a reanudar los contratos de crédito interrumpidos por
      falta de
              pago.
    
  


        

  
	

        

  
 
  

    

      
Posibilita
              lograr una reducción de la deuda de hasta un
      50%.
    
  


        

  
	

        

  
 
  

    

      
Permite
              conseguir hasta cinco años de aplazamiento.
    
  








  

    

      

        
Los
        propietarios de bienes inmuebles, como viviendas, locales,
        
      
    
  


  

    

      

        

          
garajes
        
      
    
  


  

    

      

        
 o
        terrenos, están obligados al pago anual del Impuesto sobre
        Bienes Inmuebles (IBI) de su municipio. Este tributo es una
        de las
        principales fuentes de ingresos de los ayuntamientos y
        varía de una
        localidad a otra. Dada la precaria situación actual de
        buena parte
        de las economías domésticas, son numerosas las familias que
        se ven
        abocadas a aplazar o incluso descartar el abono de este
        tributo.
        ¡Ojo! Como se explica a continuación, el impago del IBI
        acarrea graves consecuencias: desde un aumento de la deuda
        en forma
        de intereses, sanciones o recargos, hasta el embargo de
        bienes, entre
        los que se incluye la propia vivienda. 
      
    
  





 







  

    

      

        
El
        Impuesto sobre Bienes Inmuebles (IBI) es un tributo
        directo, real,
        objetivo y periódico de carácter local que grava la
        propiedad, la
        titularidad de derechos reales de usufructo, de superficie
        o de una
        concesión administrativa, sobre los bienes situados en cada
        término
        municipal. Es, por tanto, un tributo que han de pagar de
        forma
        anual los propietarios de un inmueble, como una casa, un
        
      
    
  


  

    

      

        

          
piso
        
      
    
  


  

    

      

        
,
        un terreno, un garaje, etc., al ayuntamiento de la
        localidad donde se
        encuentren emplazados.
      
    
  





  
Este
  tributo grava el valor de la titularidad y otros derechos que
  recaigan sobre cualquier bien inmueble, pero de manera diferente
  en función de su naturaleza, ya sea urbano, rústico o con
  características especiales. Para la clasificación se recurre al
  catastro, además de servir como fuente de origen de las
  titularidades de los bienes inmuebles o los derechos reales
  establecidos.




  

    

      

        
El
        IBI está regulado por la 
      
    
  


  

    

      

        

          
Ley
          de Haciendas Locales
        
      
    
  


  

    

      

        
 y
        el texto refundido de la 
      
    
  


  

    

      

        

          
Ley
          del Catastro Inmobiliario
        
      
    
  


  

    

      

        
.
        Su gestión se comparte entre la Administración del Estado y
        los
        ayuntamientos. La Ley de Haciendas Locales contempla las
        posibles
        modulaciones en los impuestos, permite establecer
        exenciones
        adicionales en determinados casos y aplicar distintos
        coeficientes de
        los tipos de gravamen aplicables en cada supuesto. Es uno
        de los
        impuestos más importantes para las haciendas locales, como
        demuestran los más de 12.800 millones de euros que se
        recaudaron en 2020.
      
    
  





  
¿Qué
  consecuencias tiene un impago del IBI?





  
Los
  propietarios de bienes inmuebles disponen de un plazo voluntario
  para satisfacer dicho tributo. Pero, ¿qué puede pasar si no se
  paga?





  
✅


  

  


  

    

      

        
Periodo
        ejecutivo y providencia de apremio
      
    
  





  
En
  el caso de no pagar el impuesto en el plazo voluntario, se inicia
  el
  pago en el periodo ejecutivo y se notifica una providencia de
  apremio. Es decir, una notificación de un procedimiento
  iniciado por el ayuntamiento en el que se indica la existencia de
  una
  deuda por no haberla sufragado.




  

    

      

        
Se
        establece de esta manera otro plazo similar al anterior
        para el pago
        de la 
      
    
  


  

    

      

        

          
deuda
        
      
    
  


  

    

      

        
,
        pero habrá que abonar además una serie de recargos
        ejecutivos en
        forma de porcentajes sobre la deuda. La citada cantidad
        oscila entre
        un 5 % y un 20 %, en función del periodo del
        retraso:
      
    
  



  
	

        

  
5
          %: cuando se paga fuera de plazo pero antes de la
          notificación de apremio.


        

  
	

        

  
10
          %: si han pasado entre tres y seis meses (y si hay
  notificación
          de apremio por parte de la Administración).


        

  
	

        

  
20
          %: para el resto de los casos.


        





  
	


                        

  
✅


  

                          


  

    

      

        
Diligencia
                                de embargo
      
    
  


                



        




  
Si
  transcurrido el plazo voluntario y el de apremio, la deuda
  continúa
  sin pagarse, se procederá contra los bienes y derechos del deudor
  tributario: desde dinero en efectivo o en cuentas abiertas en
  entidades de crédito, a sus bienes inmuebles.





  
Todo
  ello, con la premisa de cubrir las cantidades referentes a la
  deuda, los intereses de demora, los recargos y las costas del
  procedimiento de apremio. Es decir, se dictará una diligencia
  de embargo sobre las cuentas bancarias o las nóminas, de
  acuerdo al artículo 169 de la Ley General Tributaria.




 










  

    

      
      
    
  


  

    

      

        
¿Quién
        debe pagar y quién está exento del pago del IBI?
      
    
  





  
La
  gran mayoría de los propietarios de inmuebles están obligados al
  pago de este impuesto, aunque hay excepciones, puesto que la ley
  contempla que algunos inmuebles quedan exentos. Entre las
  principales
  excepciones destacan:



  
	

        

  
Los
          inmuebles que son propiedad de la Iglesia Católica en los
          términos previstos en el Acuerdo de 1979 entre el Estado
  español y
          la Santa Sede sobre Asuntos Económicos. También los
  pertenecientes
          a asociaciones confesionales no católicas reconocidas por
  la
          ley.


        

  
	

        

  
Los
          que son propiedad del Estado, de las comunidades
  autónomas o
          de las entidades locales relacionados con la seguridad
          ciudadana, con los servicios educativos (comisarías,
  cárceles o
          colegios) o la defensa nacional.


        

  
	

        

  
 
  

    

      
Inmuebles
              de Cruz Roja Española, entidades sin ánimo de lucro y
              fundaciones.
    
  


        

  
	

        

  
 
  

    

      
Sedes
              diplomáticas extranjeras, bienes comunales de
      municipios y montes
              vecinales.
    
  


        

  
	

        

  
 
  

    

      
Los
              catalogados como patrimonio histórico.
    
  


        

  
	

        

  
 
  

    

      
Los antiguos
              de las grandes ciudades.
    
  


        

  	
  

                  
  
    
  Preguntas
                    frecuentes sobre el IBI
  

                  
  
    	
    

                            
    
      
    ➡️
    
    
      
    
                              
    
    
      
    
        
    
          
    
            
    Quién
                                    tiene que pagar el IBI en un
            alquiler
          
        
      
    

                    

  

          










  
El
  Ayuntamiento siempre exige el IBI al propietario. Pero se puede
  exigir al arrendatario que lo pague, si se ha llegado a un
  acuerdo
  para que así sea. Por supuesto, debe aparecer esta obligación en
  el
  contrato de arrendamiento.




 










  

    

      
      
    
  


  

    

      

        
➡️
      
    
  


  

    

      

        

        ¿Pagar el IBI te da derecho a propiedad?
      
    
  




 










  
No.
  Pagar el IBI no da derecho a la propiedad.





  
El
  IBI se cobra a los titulares de una concesión
  administrativa sobre los propios inmuebles, de un derecho
  de superficie, de un derecho de usufructo o del
  derecho de propiedad.





  
Si
  varias personas ostentan cada uno de estos derechos sobre
  un inmueble, debe pagarse del siguiente modo (pero abonarlo no
  supone
  tener el derecho a la propiedad):



  
	

        

  
Primero,
          el titular de la concesión administrativa.


        

  
	

        

  
Si
          no, el titular del derecho de superficie.


        

  
	

        

  
Después,
          el titular del derecho de usufructo.


        

  
	

        

  
El
          titular del derecho de propiedad.


        





  
	


                        

  
➡️


  

                          


  

    

      

        
¿Qué
                                pasa por el impago de IBI del
        antiguo propietario?
      
    
  


                



        




  
Si
  has comprado una casa y el antiguo propietario adeuda el IBI,
  deberían reclamárselo primero a él. La ley establece que lo paga
  la persona que fuera propietaria a 1 de enero de ese año. Sin
  embargo, el vendedor puede repercutir al comprador la parte
  proporcional, como establece el Tribunal Supremo.





  
Además,
  debes tener en cuenta que cuando se vende un inmueble, se le
  adhieren las deudas pendientes de dicho tributo, por lo que
  el comprador puede verse obligado a pagar el IBI que el
  vendedor haya dejado sin pagar.





  
Cómo
  se calcula el IBI




  

    

      

        
Valor
        catastral: se parte del valor catastral del inmueble, aquel
        que
        refleja el valor del suelo en el que se ubica y el de la
        edificación.
        Se obtiene de los datos del Catastro, tomando como
        referencia el
        valor de mercado. Por lo general, el valor catastral suele
        ser
        la mitad del valor del mercado y se revisa cada diez años.
        
      
    
  






  

    

      

        
 
      
    
  






  

    

      

        
Tipo
        impositivo: al valor catastral hay que aplicarle el tipo
        impositivo o de gravamen que cada ayuntamiento fija dentro
        de unos
        márgenes que le vienen ya impuestos.
      
    
  






  

    

      

        
 
      
    
  






  

    

      

        
Bonificación: es
        la reducción de un porcentaje de la cuota de la que se
        benefician
        las 
      
    
  


  

    

      

        
familias
        numerosas
      
    
  


  

    

      

        
 o
        ciertos inmuebles, como las viviendas de protección
        oficial. 
      
    
  






  

    

      

        
 
      
    
  






  

    

      

        
Deuda
        tributaria: es la suma final que se debe pagar tras aplicar
        las
        bonificaciones a la cuota íntegra.
      
    
  





  
Uno
  de los mayores problemas que deben afrontar las economías
  familiares
  es la amortización de su deuda, que en algunos casos puede
  dispararse como consecuencia de la acumulación de hipotecas,
  créditos personales, líneas de financiación a través de sus
  tarjetas y hasta algún que otro microcrédito rápido. Al final, no
  quedará más remedio que hacerlas frente en los plazos
  establecidos,
  lo que, en cualquier caso, afectará a sus relaciones con el
  consumo
  y a su poder adquisitivo.





  
No
  es de extrañar que, ante esta situación, los afectados traten por
  todos los medios de pagar menos cantidades todos los meses. Será
  un
  objetivo difícil de cumplir, pero no imposible. Para ello, habrá
  que cambiar de estrategia y, a través de una serie de consejos,
  podrán llegar a final de mes con el saldo de su cuenta corriente
  menos apretado y hasta con la posibiliad de destinarlo a otras
  finalidades: reformar el hogar, matricularse en la escuela de
  idiomas
  o disfrutar de unas vacaciones junto a la familia.



  
	

        

  
1.
          Reunificar las deudas








  

    

      

        
Si
        el endeudamiento contraído procede de varias líneas de
        crédito
        (hipotecas, consumo o de las propias tarjetas), siempre
        quedará el
        recurso de 
      
    
  


  

    

      

        

          
reunificarlas
        
      
    
  


  

    

      

        
 en
        un mismo producto. Como consecuencia de esta estrategia
        comercial, la
        cuota mensual para pagar toda la deuda será menor y hasta
        puede
        que se establezca con una diferencia más que apreciable. No
        obstante, habrá que asumir un coste por la operación, es
        decir, un
        alargamiento en los plazos de amortización que, de
        cualquier forma,
        supondrá que las familias tengan que vivir más tiempo
        debiendo
        dinero a los bancos o intermediarios financieros.
      
    
  



  
	

        

  
2.
          Revisar el contrato









  
Si
  por cualquier circunstancia no se pueden asumir las deudas
  contraídas, no quedará otra que reunirse con el banco y explicar
  la
  situación. Seguro que se llega a la conclusión de que la mejor
  manera para aceptar los pagos será imponer nuevas condiciones al
  contrato, lo que pasa por ampliar el periodo de devolución en
  función del estado económico del cliente. De ser aceptado, a
  partir
  de su revisión, dispondrá de unas cuotas mensuales menos
  exigentes,
  aunque el tipo de interés sea el mismo.



  
	

        

  
3.
          Finiquitar rápido la operación









  
No
  hay fórmula más expeditiva para conseguir estos fines que
  cerrando
  estas operaciones lo más rápidamente posible, al menos en alguna
  de
  las líneas de crédito solicitadas y como estrategia más
  satisfactoria para no eternizar la deuda. Muchos créditos están
  comercializados bajo condiciones muy flexibles que permiten
  amortizarla con rapidez: al principio habrá que pagar más dinero,
  aunque también se tendrá la certeza de que se saldrá antes de
  esta
  coyuntura para gozar del nivel previo a la concesión de estas
  vías
  de financiación.



  
	

        

  
4.
          Optar por aplazamientos sin intereses








  

    

      

        
Una
        de las consecuencias de ser portador de una deuda bancaria
        es que,
        con toda seguridad, será mucho más difícil llegar a final
        de mes,
        y hasta puede que se tengan problemas para realizar las
        compras
        diarias en el supermercado, los comercios, etc. Para
        aliviar estas
        situaciones, y evitar endeudarse con la demanda de otros
        créditos, la
        estrategia más acertada pasa por utilizar tarjetas que
        están
        diseñadas para hacer estas adquisiciones bajo unas mejores
        condiciones de contratación, ya que que permiten el 
      
    
  


  

    

      

        

          
aplazamiento
        
      
    
  


  

    

      

        
 de
        sus abonos por un periodo de hasta seis meses, sin ninguna
        clase de
        intereses, ni comisiones.
      
    
  





  
Para
  no tener que agobiarse de nuevo con las deudas, se pueden adoptar
  una
  serie recomendaciones en el momento de solicitar un crédito.
  Ayudarán
  a que la deuda no se dispare en exceso y no costará nada
  llevarlas a la práctica.



  
	


        

  
Decantarse
          por los créditos más competitivos del mercado y, en
  cualquier
          caso, evitar las ofertas de las plataformas financieras
  que apliquen
          intereses superiores al 25%.


        

  
	


        

  
Aportar
          la nómina o la condición de cliente activo del banco, lo
  que
          llevará a la obtención de unos créditos más favorables e
  incluso
          sin intereses, como en el caso del adelanto de una o
  varias nóminas.


        

  
	


        

  
Tratar
          de buscar los créditos que estén exentos de comisiones y
  otros
          gastos en la gestión. Será un buen principio para que el
          endeudamiento no se potencie a través de otros
  desembolsos ajenos a
          la vía de financiación en sí.







 








  
El
  fracaso, un gran tabú




 








  
Hay
  que convivir con él y seguir adelante





  
En
  una sociedad, como la nuestra, que estimula la competitividad
  como
  "modus vivendi" y encumbra a los ganadores sin grandes
  miramientos al precio que han pagado por serlo, está fatal visto
  ser
  un perdedor. En realidad, ser “un fracasado” es un estigma, uno
  de los peores calificativos que podemos atribuir a una persona.
  Pero
  vayamos por partes. Ni la familia ni la escuela, ni mucho menos
  los
  medios de comunicación, nos han educado para asumir las derrotas
  y
  digerir los fracasos sin traumas que amputen nuestra capacidad de
  reacción o afecten gravemente a nuestro bienestar personal. Ese
  rechazo social del fracaso va configurando en nosotros un fuerte
  mecanismo defensivo, una dificultad a reconocer los fallos o
  nuestras
  propias limitaciones. Quizá esta incapacidad se deba a que entre
  los
  derechos humanos no se halla el de cometer errores y
  responsabilizarse de ellos.





  
Sabemos
  que científicos e investigadores contemplan el error como un paso
  ineludible y valioso para poder avanzar. Y que todos aprendemos y
  nos
  hacemos adultos tras aplicar infinitas veces el binomio
  ensayo-error.
  Pero seguimos sin aceptar el fracaso. Y no se trata tan sólo de
  derrotas académicas, laborales, amorosas o deportivas. Nos
  podemos
  sentir frustrados en los más diversos aspectos de nuestra vida
  personal. En realidad, en casi todos.





  
Son
  muchos, por ejemplo, los escolares que no acaban sus estudios, o
  que
  cursan carreras que no eligieron libremente. Otros no llegan a
  los
  niveles exigidos y se incluyen en los porcentajes del fracaso
  escolar. Muy pocas personas, por otra parte, realizan el trabajo
  que
  les gustaría. Los más se aburren enormemente cada día que pasa en
  la oficina, en la tienda o en el taller. Muchos se lamentan por
  no
  haber conseguido la posición social a la que aspiraban, y que
  otras
  personas conocidas, no más valiosas que nosotros, disfrutan. El
  paro, sin ir más lejos, genera una sensación de fracaso, de
  expectativas no cumplidas, que muchas personas no pueden soportar
  y
  que afecta muy negativamente a su autoestima.















